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JUZGADO TRECE CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD 

Medellín, seis (06) de abril de dos mil veintidós (2022) 

 

 

Se procede a resolver la acción de tutela del trámite de la referencia.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.1. Manifestó el accionante que, con la presente acción constitucional 

pretende que el Consorcio Interventor Antioquia le “haga efectivo el bono de 

alimentación por el tiempo de 11 meses”. 

 

Lo anterior, por cuanto fue contratado por la mencionada entidad para 

trabajar en la sede de Cocorná, Antioquia y pese a que les reclamó el bono 

de alimentación, mediante derecho de petición, se lo negaron y tampoco le 

suministraban viáticos para desplazarse a su residencia. 

 

1.2. La acción de tutela fue inadmitida el 28 de marzo de 2022 y 

posteriormente admitida el 01 de abril de 2022, el accionado fue notificado 

mediante correo electrónico, el mismo día de su admisión. Se requirió al 

actor para que rindiera el juramento de que trata el artículo 37 del Decreto 

2591 de 1991, a lo cual dio cumplimiento, mediante correo electrónico del 

04 de abril de 2022. 
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1.3. El Consorcio Interventor Antioquia integrado por Cemosa 

Ingenieros S.A.S. e ICOEM Consultores S.A.S., dieron respuesta dentro 

del término otorgado por el Despacho, indicando que el amparo solicitado 

es improcedente, dado que el accionante eleva una reclamación económica, 

situación que no puede ser dirimida mediante tutela, además de avizorarse 

una falta de inmediatez, por haber dejado pasar más de tres meses, tras los 

supuestos hechos, para interponer la acción. 

 

Que, respecto al derecho fundamental de petición, se ha configurado un 

hecho superado, pues, pese a conocer el escrito contentivo del derecho de 

petición, al momento de ser notificados de esta acción constitucional, 

procedieron a emitirle una respuesta y a remitírsela a su correo electrónico 

y dirección física. De lo cual, adjuntaron constancia.  

  

II. COMPETENCIA. 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución 

Política de Colombia y el Decreto 2591 de 1991, artículo 32, es competente 

este Despacho para conocer y decidir respecto de la solicitud de tutela 

impetrada. 

 

III. PROBLEMA JURÍDICO.  

  

De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente, este Despacho 

considera que deberá circunscribirse a determinar la procedencia de la 

acción de tutela para reclamar el pago acreencias laborales y se pasará a 

estudiar si se le ha vulnerado y/o amenazando el derecho fundamental de 

petición de la parte actora, al no dar respuesta oportuna y de fondo, a la 

solicitud que adujo haber presentado. 

 

IV. CONSIDERACIONES.  

  

4.1. DE LA ACCIÓN DE TUTELA. Conforme al artículo 86 de la 

Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991, el objeto fundamental de la 

acción de tutela, no es otro que la protección efectiva e inmediata de los 

derechos constitucionales fundamentales cuando éstos resulten vulnerados 
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o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o de un 

particular en los casos expresamente señalados en la ley. 

 

4.2. DE LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA (ACTIVA – PASIVA) EN LA 

ACCIÓN DE TUTELA.   

  

De conformidad con el artículo 86 de la constitución política “Toda Persona” 

puede recurrir a la acción de tutela “para reclamar ante los jueces, en todo 

momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí 

mismo o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus 

derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad 

pública”. 

 

Conforme lo anterior, la acción de tutela puede ser ejercida por toda persona 

que considere que le están vulnerando sus derechos constitucionales 

fundamentales sea nacional o extranjera, natural o jurídica, ciudadano o 

no, que se halle en el territorio colombiano o se encuentre por fuera y la 

autoridad o particular que vulneró los derechos fundamentales se encuentre 

en Colombia. Así pues, puede ser ejercida directamente o por quien actúe a 

su nombre, bien sea por medio de (i) un representante legal en el caso de los 

menores de edad, las personas jurídicas, los incapaces absolutos y los 

interdictos; (ii) mediante apoderado judicial; y (iii) por agencia oficiosa. En 

estos tres últimos casos se debe probar la legitimación en la causa por 

activa. 

 

Como ya se expresó, por mandato constitucional se faculta a todo ciudadano 

para que en su propio nombre instaure acción de tutela ante una autoridad 

judicial con el fin de hacer valer sus derechos fundamentales cuando los 

considere vulnerados o amenazados; dentro del trámite de tutela el señor 

Jairo Vásquez Quintero, actúa en causa propia, por lo que se encuentra 

legitimado en la causa por activa. 

 

Se tiene, además, la legitimación en la causa por pasiva de los accionados, 

toda vez que es a quienes se les endilga la “presunta” vulneración de los 

derechos fundamentales esgrimidos por la parte accionante. 

 



Radicado No. 05001 40 03 013 2022-00333 00 

4 

4.3. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA SOLICITAR EL 

PAGO DE LAS ACREENCIAS LABORALES. 

 

La Corte Constitucional en múltiples sentencias ha establecido que, dado el 

carácter subsidiario y excepcional de la acción de tutela, ella no procede en 

principio para el pago de las acreencias laborales. Para exigir el cumplimiento  

de este tipo de obligaciones se debe acudir a la jurisdicción ordinaria laboral, 

haciendo uso de la respectiva acción ordinaria: “Esta Corporación ha  

reconocido en reiterada jurisprudencia,  que  corresponde  a la jurisdicción   

ordinaria, mediante el ejercicio de la acción ordinaria laboral respectiva, la 

competencia para ventilar  asuntos  relativos  a  la  reclamación  de  acreencias  

de  orden laboral, tal como se encuentra contemplado en el Código Procesal del 

Trabajo” (T-018 de 2010). 

 

No   obstante, el   alto   Tribunal   también   ha   permitido   la   procedencia 

excepcional de la acción de tutela cuando se trate de proteger los derechos 

fundamentales a la seguridad social, al mínimo vital y a la vida digna de la 

persona.    Así,  en  la misma  sentencia  T-018 de 2010 indicó “Sin embargo, 

excepcionalmente  cuando  la  falta  de  pago  de  las  acreencias  laborales, 

vulnera  o  amenaza  los  derechos fundamentales  a  la  vida  digna,  al  mínimo 

vital,  a  la  seguridad  social  y/o  a  la  subsistencia,  la  tutela  procede  para  

la reclamación efectiva de aquellas acreencias que constituyan la única fuente 

de  recursos  económicos  que  permiten  sufragar  las  necesidades  básicas, 

personales y familiares de la persona afectada”. 

 

Conforme a lo anterior, es posible la procedencia de la acción de tutela para 

reclamar acreencias laborales cuando dichas acreencias constituyen un 

sucedáneo del salario o por la no prestación de las mismas se vulnera el 

derecho fundamental al mínimo vital del trabajador. 

 

De esta manera, el pago de las incapacidades laborales adquiere especial 

importancia y se justifica, por cuanto sustituye el salario del trabajador 

durante el tiempo en el que éste, en razón de su enfermedad, se encuentra 

imposibilitado para ejercer su profesión u oficio. Por tanto, hay lugar a su 

protección por vía de tutela, cuando su falta de reconocimiento y pago, afecta 

el derecho al mínimo vital, al constituir aquel la única fuente de ingresos para 

garantizar su subsistencia y la de su familia, y no es posible que  dicha  
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protección  se  logre  de  manera  oportuna,  a  través  de  los mecanismos  

ordinarios  de  defensa.    Al respecto, la Corte, mediante la sentencia T 161 

de 2019, manifestó lo siguiente: 

 

“El Sistema General de Seguridad Social establece la protección a la que 

tienen derecho aquellos trabajadores que, en razón a la ocurrencia de un 

accidente laboral o  una  enfermedad  de  origen  común,  se  encuentran 

incapacitados    para    desarrollar    sus    actividades    laborales    y,    en 

consecuencia, están imposibilitados para proveerse sustento a través de un 

ingreso  económico.  Dicha protección se materializa mediante diferentes 

figuras tales como: el pago de las incapacidades laborales, seguros, auxilio y 

pensión de invalidez contempladas todas estas, en la Ley 100 de 1993[71], 

Decreto 1049 de 1999, Decreto 2943 de 2013, la Ley 692 de 2005, entre otras 

disposiciones. 

 

Las referidas medidas de  protección  buscan  reconocer  la  importancia  que 

tiene  el  salario  de  los  trabajadores  en  la  salvaguarda  de  sus  derechos 

fundamentales  al  mínimo  vital,  a  la  salud  y  a  la  vida  digna.  Así lo  ha 

sostenido esta Corporación al referirse particularmente a la incapacidades, 

estableciendo  que  el  procedimiento  para  el  pago  de  las  mismas  se  han 

creado “(...) en aras de garantizar que la persona  afectada no  interrumpa sus  

tratamientos  médicos  o  que  pueda  percibir  un  sustento  económico  a título  

de  incapacidad  o  de  pensión  de  invalidez,  cuando  sea  el  caso.  Tal hecho 

permite concluir que el Sistema  de  Seguridad Social está concebido como   un   

engranaje   en   el   cual   se   establece   que   ante   una   eventual contingencia 

exista una respuesta apropiada”. 

 

Bajo esa línea, la Corte mediante sentencia T-490 de 2015 fijó unas reglas en 

la materia, señalando que: 

 

“i) el pago de las incapacidades sustituye el salario del trabajador, durante el  

tiempo  que  por  razones  médicas  está  impedido  para  desempeñar  sus 

labores, cuando las incapacidades laborales son presumiblemente la única 

fuente de ingreso con que cuenta el trabajador para garantizarse su mínimo 

vital y el de su núcleo familiar; 
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ii) el pago de las incapacidades médicas constituye también una garantía del 

derecho a la salud del  trabajador,  pues  coadyuva  a  que  se  recupere 

satisfactoriamente,   sin   tener   que   preocuparse   por   la   reincorporación 

anticipada a sus actividades laborales, con el fin de obtener recursos para su 

sostenimiento y el de su familia; y 

 

iii) Además, los principios de dignidad humana e igualdad exigen que  se brinde 

un tratamiento especial al trabajador, quien debido a su enfermedad se 

encuentra en estado de debilidad manifiesta. 

 

En consecuencia, durante los periodos en los cuales un trabajador no  se 

encuentra en condiciones de salud adecuadas para realizar las labores que le   

permitan devengar el  pago   de   su   salario, el reconocimiento de incapacidades    

constituye    como    una    garantía    de    sus    derechos fundamentales al 

mínimo vital, a la salud y a la vida digna. De allí, que la Corte reconozca que 

sin dicha prestación, se presume la vulneración de los derechos en mención”. 

 

Así  las  cosas,   nuestro  Tribunal Constitucional  ha  procedido  a  ordenar  

el reconocimiento y pago de incapacidades laborales por vía de tutela, 

cuando se comprueba la afectación del derecho al mínimo vital del 

trabajador, en la medida en que dicha prestación constituya la única fuente 

de ingresos para satisfacer sus necesidades personales y familiares, ello 

sobre la base de que los   mecanismos   ordinarios   instituidos   para   el   

efecto,   no   son   lo suficientemente idóneos en procura de garantizar una 

protección oportuna y  eficaz,  en  razón  al tiempo  que  llevaría  definir  un  

conflicto  de  esta naturaleza. 

 

4.4. SOBRE EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN FRENTE A 

PARTICULARES.  

 

La sentencia T 103 de 2019, explicó: “El artículo 23 de la Constitución Política 

de 1991 consagra el derecho de petición, como una garantía que permite 

“presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 

general o particular y a obtener pronta resolución”. Esta Corte se ha referido 

en múltiples ocasiones al carácter fundamental del derecho de petición, y a 

su aplicación inmediata, de igual forma, ha señalado que su núcleo esencial 
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se concreta en la obtención de una respuesta pronta y oportuna de lo 

solicitado, que además debe ser clara, de fondo y estar debidamente 

notificada, sin que ello implique necesariamente una contestación 

accediendo a la petición. En este orden de ideas, cualquier trasgresión a 

estos parámetros, esto es, si no se obtiene una respuesta oportuna, clara de 

fondo, congruente o si ésta no es puesta en conocimiento del peticionario, 

existe una vulneración del referido derecho fundamental.  

 

El artículo 23 Superior, dispone también que el Legislador puede reglamentar 

el ejercicio del derecho de petición ante organizaciones privadas para 

garantizar los derechos fundamentales. Inicialmente, existía un vacío en la 

regulación de esta materia, por lo tanto, la Corte Constitucional desarrolló las 

reglas que serían aplicables a partir de lo dispuesto en los artículos 2, 20, 23 

y 86 de la Constitución.  

 

No obstante, con la expedición de la Ley Estatutaria 1755 de 2015 “Por medio 

de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un 

título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo”, quedó regulado el ejercicio del derecho de petición frente a 

particulares en sus artículos 32 y 33, que en gran medida, recogieron las 

reglas que habían sido creadas por la Corte en su jurisprudencia. Veamos: 

 

“Artículo 32. Derecho de petición ante organizaciones privadas para 

garantizar los derechos fundamentales. Toda persona podrá ejercer el 

derecho de petición para garantizar sus derechos fundamentales ante 

organizaciones privadas con o sin personería jurídica, tales como sociedades, 

corporaciones, fundaciones, asociaciones, organizaciones religiosas, 

cooperativas, instituciones financieras o clubes. 

 

Salvo norma legal especial, el trámite y resolución de estas peticiones estarán 

sometidos a los principios y reglas establecidos en el Capítulo I de este título. 

 

Las organizaciones privadas solo podrán invocar la reserva de la información 

solicitada en los casos expresamente establecidos en la Constitución Política 

y la ley. 
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Las peticiones ante las empresas o personas que administran archivos y 

bases de datos de carácter financiero, crediticio, comercial, de servicios y las 

provenientes de terceros países se regirán por lo dispuesto en la Ley 

Estatutaria del Hábeas Data. 

 

Parágrafo 1°. Este derecho también podrá ejercerse ante personas naturales 

cuando frente a ellas el solicitante se encuentre en situaciones de indefensión, 

subordinación o la persona natural se encuentre ejerciendo una función o 

posición dominante frente al peticionario.  

 

Parágrafo 2°. Los personeros municipales y distritales y la Defensoría del 

Pueblo prestarán asistencia eficaz e inmediata a toda persona que la solicite, 

para garantizarle el ejercicio del derecho constitucional de petición que 

hubiere ejercido o desee ejercer ante organizaciones o instituciones privadas. 

Parágrafo  

 

3°. Ninguna entidad privada podrá negarse a la recepción y radicación de 

solicitudes y peticiones respetuosas, so pena de incurrir en sanciones y/o 

multas por parte de las autoridades competentes.  

 

(…) 

 

Así pues, la Ley 1755 de 2015 establece que las peticiones ante particulares 

se rigen por las mismas reglas generales de aquellas dirigidas a las 

autoridades, consagradas en el Capítulo I de la citada norma, que entre otros, 

señala que la petición puede ser presentada verbalmente, por escrito o por 

cualquier medio idóneo, y que el particular debe respetar los términos de 

respuesta según lo dispuesto en el artículo 14 de la misma. También cabe 

mencionar que la Ley divide en tres grupos las hipótesis de ejercicio de este 

derecho frente a particulares: 

 

(i) El artículo 32 se refiere a la posibilidad que tiene toda persona de ejercer 

el derecho de petición con el fin de obtener la garantía de sus derechos 

fundamentales. Este supuesto incluye el ejercicio del derecho frente a 

cualquier tipo de organización privada, incluso si no es prestadora de un 

servicio público, ni tenga funciones similares; siempre que resulte necesario 

para asegurar el disfrute de otros derechos fundamentales. 
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(ii) El mismo artículo 32 contempla un segundo evento, relacionado con las 

peticiones presentadas ante otra persona natural, que serán procedentes 

siempre que el solicitante se encuentre en situación de indefensión o 

subordinación con respecto a aquella, o cuando la persona natural tenga una 

posición o función dominante ante el peticionario; siempre que el ejercicio del 

derecho de petición persiga el objetivo de materializar los derechos 

fundamentales del solicitante. 

 

(iii) El artículo 33 regula lo pertinente a las peticiones formuladas por usuarios 

ante empresas u organizaciones privadas. Así, señala que es procedente 

frente a cajas de compensación familiar, instituciones del Sistema de 

Seguridad Social Integral, entidades que conforman el Sistema Financiero y 

Bursátil, así como empresas que prestan servicios públicos y servicios 

públicos domiciliarios. En este segundo supuesto, la Ley añade que aplica 

también lo dispuesto en su Capítulo II, que se ocupa de las reglas especiales 

del derecho de petición ante autoridades, en particular sobre la reserva de 

información y documentos. 

 

En suma, con la entrada en vigencia de la Ley 1755 de 2015, es posible 

presentar derecho de petición ante particulares siempre que estos (i) 

presten servicios públicos o cuando estén encargados de ejercer 

funciones públicas; (ii) se trate de organizaciones privadas con o sin 

personería jurídica si lo que se busca es garantizar otros derechos 

fundamentales -diferentes al derecho de petición- y (iii) sin importar 

si se trata de una persona natural o jurídica, cuando exista 

subordinación, indefensión o posición dominante. 

 

4.5. IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA POR FALTA DE 

PRUEBA.  

 

La jurisprudencia constitucional ha señalado que si bien uno de los rasgos 

características de la acción de tutela es la informalidad, la Corte 

Constitucional ha señalado que: “el  juez  tiene  el  deber  de  corroborar  los 

hechos que dan cuenta de la violación de un derecho fundamental, para lo 
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cual ha de ejercer las facultades que le permiten constatar la veracidad de 

las afirmaciones, cuando sea del caso”.1 

 

En igual sentido, ha manifestado que: “un juez no puede conceder una tutela 

si en el respectivo proceso no existe prueba, al menos sumaria, de la violación 

concreta   de   un   derecho   fundamental,   pues   el   objetivo   de   la   acción 

constitucional  es  garantizar  la  efectividad  de  los  derechos  fundamentales, 

cuya  trasgresión  o  amenaza  opone  la  intervención  del  juez  dentro  de  

un procedimiento preferente y sumario.”2 

 

Así las cosas, los hechos afirmados por el  accionante,  deben  ser  probados  

siquiera  sumariamente,  a fin  de  que  el juez pueda inferir con plena 

certeza la verdad material que subyace con la solicitud de amparo 

constitucional. 

 

4.6. CASO CONCRETO.  

 

En el asunto específico se precisa que el accionante señaló como hecho 

vulnerador de sus derechos fundamentales, la negativa del Consorcio 

Interventor Antioquia ha realizarle el pago de un bono de alimentación por 

el tiempo de 11 meses. Lo cual solicitó mediante derecho de petición. 

 

Los accionados en respuesta a la tutela, advirtieron su improcedencia , dado 

que el accionante eleva una reclamación económica, situación que no puede 

ser dirimida mediante este trámite constitucional, además de avizorarse una 

falta de inmediatez, por haber dejado pasar más de tres meses, tras los 

supuestos hechos, para interponer la acción. 

 

Que, respecto al derecho fundamental de petición, se ha configurado un 

hecho superado, pues, pese a conocer el escrito contentivo del derecho de 

petición, al momento de ser notificados de esta acción constitucional, 

procedieron a emitirle una respuesta y a remitírsela a su correo electrónico 

y dirección física.  

  

                                                
1 Entre otras, ver al respecto las sentencias T-760 de 2008 (MP. Mauricio González Cuervo),  T-819 de 2003 (MP. 

Marco Gerardo Monroy Cabra) y T-846 de 2006 (MP. Jaime Córdoba Triviño). 
2 Sentencia T-702 de 2000 (MP. Alejandro Martínez Caballero). 
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Ahora bien, conforme a los hechos narrados y de las pruebas adosadas por 

las partes a la solicitud de tutela, el Despacho considera negar el amparo 

constitucional deprecado por lo siguiente:  

 

Se desprende que la verdadera pretensión tutelar apunta hacía el 

reconocimiento económico un bono de alimentación, lo que tiene una 

connotación de índole patrimonial, cuyo reconocimiento por vía de tutela es 

excepcional, pues no constituye un derecho de raigambre fundamental, 

salvo cuando se vulnera por conexidad un derecho que si tiene este 

carácter.  

 

A juicio de esta judicatura no hay razón para afirmar de manera categórica 

la existencia de vulneración a derechos en su faceta fundamental, que 

amerite la intervención del juez constitucional puesto que, no se advierte un 

perjuicio irremediable, o por lo menos no se alegó ni se probó de manera 

clara cuál era la afectación a los derechos fundamentales del actor ante la 

falta de pago del bono de alimentación por parte de su empleador. 

 

Ahora, no se puede confundir el hecho de que este Despacho considere que 

no es procedente la acción de tutela con que las acreencias laborales no 

deben cobrarse y pagarse por quien corresponda; sin embargo, la vía idónea 

para obtener la satisfacción de esa pretensión no es la acción de tutela sino 

una reclamación ante el juez laboral, quien posee facultades más amplias 

que el juez en sede constitucional. 

  

De otro lado, en gracia de discusión, tampoco existe vulneración al derecho 

fundamental de petición, toda vez al analizar el soporte documental, si bien 

la parte actora aportó copia del derecho de petición, no se tiene la certeza 

por qué medio o cuándo fue remitido al accionado, es decir no se presentó 

la prueba de que el actor hubiese elevado derecho de petición ante el 

accionado, y mucho menos acredita que se hubiera recibido por él. Cabe 

destacar que, la parte accionada manifestó conocer el derecho de petición 

solo hasta la notificación de esta acción de tutela. 

 

Por lo que es relevante traer a colación para estos eventos, lo expuesto por 

el artículo 15 de la Ley 1755 de 2015, “Presentación y radicación de 

peticiones. Las peticiones podrán presentarse verbalmente y deberá quedar 
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constancia de la 

misma,  o  por  escrito,  y  a  través  de  cualquier   medio  idóneo  para  la 

comunicación o transferencia de datos...(..).  

 

A la  petición  escrita  se  podrá acompañar  una  copia  que,  recibida  por  el 

funcionario respectivo con anotación de la fecha y hora de su presentación, y 

del número y clase de los documentos anexos, tendrá el mismo valor legal del 

original y se devolverá al interesado a través de cualquier medio idóneo para 

la comunicación o transferencia de datos. Esta autenticación no causará costo 

alguno al peticionario. Parágrafo 1°. En caso de que la petición sea enviada a 

través  de  cualquier  medio  idóneo  para  la  comunicación  o  transferencia  

de 

datos,  esta  tendrá  como  datos  de  fecha  y  hora  de  radicación,  así  co

mo  el número  y clase de documentos recibidos, los registrados en el  medio 

por el cual se han recibido los documentos”  

 

Siendo así las cosas, en el plenario no existe prueba alguna y 

mucho  menos  la  documental  de  entrega  del  derecho  de  petición  del  

cual ahora  busca  su  tutela;  siguiendo  los  derroteros  signados  por 

la  Corte Constitucional en materia de Derecho de Petición y los extremos 

fácticos que es menester agotar por parte del aquí accionante, se 

estima  que  no  hay  configuración,  ni  vulneración  del  derecho 

fundamental de petición esgrimido.  

 

En consecuencia, ante su denotada improcedencia, no le queda más a este 

despacho que desestimar la pretensión de amparo constitucional deprecada  

 

V. DECISIÓN. 

 

En mérito de lo expuesto, la suscrita Juez Trece Civil Municipal de 

Oralidad de Medellín, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por mandato de la Constitución Política, 

 

RESUELVE: 

 

Primero. Declarar improcedente el amparo constitucional solicitado para 

reclamar el bono de alimentación impetrado por Jairo Vásquez Quintero, 
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frente al Consorcio Interventor Antioquia integrado por Cemosa 

Ingenieros S.A.S. e ICOEM Consultores S.A.S., conforme a lo expuesto en 

la parte motiva de esta providencia. 

 

Segundo. Negar el amparo constitucional respecto al derecho de petición 

impetrado por Jairo Vásquez Quintero, frente al Consorcio Interventor 

Antioquia integrado por Cemosa Ingenieros S.A.S. e ICOEM Consultores 

S.A.S., conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

Tercero. Notificar a las partes la presente providencia e informarles que 

puede ser impugnada al correo electrónico 

cmpl13med@cendoj.ramajudicial.gov.co. En caso de no ser impugnada 

dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, remítase 

inmediatamente el expediente a la Corte Constitucional para su eventual 

revisión. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

A. 

PAULA ANDREA SIERRA CARO  

JUEZ 
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